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RECLAMACIÓN. PROCEDE IMPONER MULTA AL RECURRENTE BAJO LA HIPÓTESIS DE 
INTERPOSICIÓN SIN MOTIVO, CUANDO EN LAS CONSIDERACIONES DEL AUTO RECURRIDO SE 
CITE UNA JURISPRUDENCIA EXACTAMENTE APLICABLE AL CASO PARA JUSTIFICAR SU SENTIDO 
Y QUE NO HA SIDO INTERRUMPIDA. 
   
Conforme a los artículos 3o. Bis y 103, último párrafo, de la Ley de Amparo, cuando el 
recurso de reclamación se haya interpuesto sin motivo, se impondrá al recurrente o a su 
representante, o a su abogado, o a ambos, una multa de 10 a 120 días de salario mínimo 
general vigente en la zona geográfica correspondiente al momento de realizarse la 
conducta sancionada. Por tanto, dicha sanción debe aplicarse cuando en las 
consideraciones del auto recurrido se cite una jurisprudencia que no ha sido interrumpida 
y que, por ser exactamente aplicable al caso, justifica su sentido. En este supuesto, el 
recurrente decide instar, no obstante que cuenta con un elemento que le anticipa el 
sentido de la sentencia de reclamación; por lo que si a pesar de ello controvierte el auto, 
a sabiendas del posible resultado, debe entenderse que ello denota un uso excesivo de 
ese medio impugnativo con fines dilatorios. 
   
  
Reclamación 334/2009. Margarito Hernández López y otro. 13 de enero de 2010. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Emmanuel G. 
Rosales Guerrero. 
Reclamación 350/2010. María del Carmen Guilbot Serros o María del Carmen Guilbot 
Serros de González y otros. 24 de noviembre de 2010. Unanimidad de cuatro votos. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Alejandra Spitalier Peña. 
Reclamación 417/2010. Juan Hernández Clemente. 9 de febrero de 2011. Unanimidad de 
cuatro votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y 
González. 
Reclamación  198/2011. Ramiro Mejía Aguilar. 13 de julio de 2011. Cinco votos. Ponente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Horacio Nicolás Ruiz Palma. 
Reclamación 71/2012. Jesús Álvarez Lugo, en representación de Micro Ingeniería, S.A. de 
C.V. y otro. 11 de abril de 2012. Cinco votos. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Secretario: Horacio Nicolás Ruiz Palma. 
Tesis de jurisprudencia 7/2012 (9a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de fecha veintitrés de mayo de dos mil doce. 
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PRUEBAS. SU VALORACIÓN EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 402 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL. 
  
   
El artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal establece que 
los Jueces, al valorar en su conjunto los medios de prueba que se aporten y se admitan en 
una controversia judicial, deben exponer cuidadosamente los fundamentos de la 
valoración jurídica realizada y de su decisión, lo que significa que la valoración de las 
probanzas debe estar delimitada por la lógica y la experiencia, así como por la 
conjunción de ambas, con las que se conforma la sana crítica, como producto dialéctico, 
a fin de que la argumentación y decisión del juzgador sean una verdadera expresión de 
justicia, es decir, lo suficientemente contundentes para justificar la determinación judicial y 
así rechazar la duda y el margen de subjetividad del juzgador, con lo cual es evidente 
que se deben aprovechar "las máximas de la experiencia", que constituyen las reglas de 
vida o verdades de sentido común. 
   
 
  QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
   
Amparo directo 309/2010. 10 de junio de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Walter 
Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya Herrejón. 
Amparo directo  170/2011. 25 de marzo de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Walter 
Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya Herrejón. 
Amparo directo 371/2011. 22 de julio de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: María 
Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: Hiram Casanova Blanco. 
Amparo directo 460/2011. 18 de agosto de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: María 
Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: Miguel Ángel González Padilla. 
Amparo directo 782/2011. 2 de febrero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Walter 
Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya Herrejón. 
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PRUEBA PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA. PRINCIPIOS QUE LA RIGEN (CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL). 
   
 
Al pronunciar una resolución judicial, de manera especial han de ser consideradas las 
presunciones legales y humanas previstas en los artículos 379 al 383 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, con base en los principios que las rigen, los 
cuales se hacen consistir en que la presunción debe ser grave (digna de ser aceptada por 
personas de buen criterio), precisa (que el hecho en el cual se funde sea parte, 
antecedente o consecuencia de aquel que se quiere probar), y que cuando fueren 
varias las presunciones han de ser concordantes (tener un enlace entre sí). De ahí que 
para cumplir con esos principios el juzgador, haciendo uso de su amplio arbitrio, debe 
argumentar para justificar su decisión, apegado a las reglas de la sana crítica. 
   
 
  QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
   
Amparo directo 309/2010. 10 de junio de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Walter 
Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya Herrejón. 
Amparo directo  170/2011. 25 de marzo de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Walter 
Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya Herrejón. 
Amparo directo 371/2011. 22 de julio de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: María 
Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: Hiram Casanova Blanco. 
Amparo directo 460/2011. 18 de agosto de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: María 
Soledad Hernández Ruiz de Mosqueda. Secretario: Miguel Ángel González Padilla. 
Amparo directo 782/2011. 2 de febrero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Walter 
Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya Herrejón. 
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DERECHOS HUMANOS. OBLIGACIONES CONSTITUCIONALES DE LAS AUTORIDADES EN LA 
MATERIA. 
   
 
Mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, 
vigente a partir del día siguiente de su publicación, se reformó y adicionó el artículo 1o. de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para establecer diversas 
obligaciones a las autoridades, entre ellas, que las normas relativas a derechos humanos 
se interpretarán conforme a la Constitución y a los tratados internacionales en la materia, 
favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia, es decir, que los 
derechos humanos son los reconocidos por la Ley Fundamental y los tratados 
internacionales suscritos por México, y que la interpretación de aquélla y de las 
disposiciones de derechos humanos contenidas en instrumentos internacionales y en las 
leyes, siempre debe ser en las mejores condiciones para las personas. Asimismo, del 
párrafo tercero de dicho precepto destaca que todas las autoridades, en el ámbito de 
sus competencias, deben promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos, conforme a los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad, y que, en consecuencia, el Estado debe prevenir, investigar, sancionar y 
reparar las violaciones a los derechos humanos en los términos que establezca la ley, lo 
cual conlleva a que las autoridades actúen atendiendo a todas las personas por igual, 
con una visión interdependiente, ya que el ejercicio de un derecho humano implica 
necesariamente que se respeten y protejan múltiples derechos vinculados, los cuales no 
podrán dividirse, y todo habrá de ser de manera progresiva, prohibiendo cualquier 
retroceso en los medios establecidos para el ejercicio, tutela, reparación y efectividad de 
aquéllos. 
   
 
Amparo en revisión 531/2011. Mie Nillu Mazateco, A.C. 24 de agosto de 2011. Cinco votos. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Ignacio Valdés Barreiro. 
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CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN EL AMPARO DIRECTO. SON INOPERANTES SI EN LUGAR DE 
IMPUGNAR QUE EL ACTO RECLAMADO SE SUSTENTÓ EN UNA NORMA INAPLICABLE AL CASO 
CONCRETO, SÓLO SE ENFOCAN EN CONTROVERTIR LA INTERPRETACIÓN Y LA 
DETERMINACIÓN DEL ALCANCE QUE DE ELLA REALIZÓ LA AUTORIDAD RESPONSABLE. 
   
   
La labor de los tribunales de la Federación, particularmente de los Tribunales Colegiados 
de Circuito en amparo directo, consiste en cuidar que las leyes o actos de autoridad 
reclamados en el juicio constitucional se emitan con apego irrestricto a la Carta Magna y 
a las leyes secundarias aplicables; por ende, como máximos garantes de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y del orden jurídico nacional, no pueden realizar 
su función contraviniéndolo, o legitimando una actuación contraria a dicho orden 
constitucional y legal, el cual deben tutelar. En ese sentido, cuando el acto reclamado se 
haya sustentado en una norma inaplicable al caso concreto y los conceptos de violación, 
en lugar de impugnar esa circunstancia, sólo se enfocan en controvertir la interpretación y 
el alcance que de ella realizó la autoridad responsable, deben declararse inoperantes, 
pues de proceder a su análisis el tribunal de amparo estaría emitiendo una resolución que 
de facto contravendría disposiciones de orden público e interés social, al legitimar dicha 
actuación irregular realizada por la responsable, y se rompería con cualquier principio de 
lógica y congruencia de su labor jurisdiccional, además de generar incertidumbre e 
inseguridad jurídica en los gobernados. 
   
 
  CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO OCTAVO CIRCUITO. 
   
Amparo directo 549/2011. 27 de octubre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos 
Hernández García. Secretario: José Luis Méndez Pérez. 
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COSA JUZGADA REFLEJA. SI SE SOBRESEYÓ EN EL AMPARO POR NO HABERSE AGOTADO UN 
MEDIO DE IMPUGNACIÓN Y ESTE MOTIVO NO HA SIDO REVOCADO, MODIFICADO O 
SUPERADO POR JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, SE 
ACTUALIZA DICHA CAUSA DE IMPROCEDENCIA EN UN NUEVO JUICIO. 
   
   
Aun cuando, por regla general, una sentencia de sobreseimiento no constituye cosa 
juzgada ni impide, por consiguiente, la promoción de un nuevo juicio de garantías en que 
se impugna el mismo acto, existen casos de excepción, en virtud de que la causa de 
improcedencia de cosa juzgada opera también por diversas circunstancias, pues no sólo 
se da cuando en una sentencia ejecutoria se ha examinado y resuelto sobre la 
constitucionalidad de los actos reclamados, sino también cuando se ha determinado su 
inatacabilidad a través de un nuevo juicio de garantías, siempre que esta determinación 
se haya realizado atendiendo a razones o circunstancias que hagan inejercitable la 
acción de amparo de modo absoluto, con independencia del juicio en que tal 
determinación se haya efectuado, como ocurre, por ejemplo, cuando se declara por 
sentencia ejecutoria que el acto reclamado: se consumó irreparablemente, cesaron sus 
efectos, se consintió o se determinó que no afecta los intereses jurídicos del quejoso, pues 
estas situaciones no pueden ser desconocidas en un nuevo juicio; en consecuencia, si se 
sobreseyó en el amparo por no haberse agotado un medio de impugnación y este motivo 
no ha sido revocado, modificado o superado por jurisprudencia de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, se actualiza la causa de improcedencia de cosa juzgada refleja en 
un nuevo juicio y, por tanto, procede el sobreseimiento con base en los artículos 73, 
fracción IV y 74, fracción III, de la Ley de Amparo. 
   
 
  PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL 
VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO. 
   
Amparo en revisión 435/2011. Bernardo Domínguez Cereceres. 2 de febrero de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Xóchitl Guido Guzmán. Secretaria: Alma Urióstegui 
Morales. 
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DOMICILIO. SU CONCEPTO PARA EFECTOS DE PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL. 
  
 
El concepto de domicilio que contempla el artículo 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, no coincide plenamente con el utilizado en el derecho privado 
y en especial en los artículos 29, 30 y 31 del Código Civil Federal, como punto de 
localización de la persona o lugar de ejercicio de derechos y obligaciones. El concepto 
subyacente a los diversos párrafos del artículo 16 constitucional ha de entenderse de 
modo amplio y flexible, ya que se trata de defender los ámbitos en los que se desarrolla la 
vida privada de las personas, debiendo interpretarse -de conformidad con el segundo 
párrafo del artículo 1o. constitucional- a la luz de los principios que tienden a extender al 
máximo la protección a la dignidad y a la intimidad de la persona, ya que en el domicilio 
se concreta la posibilidad de cada individuo de erigir ámbitos privados que excluyen la 
observación de los demás y de las autoridades del Estado. Así las cosas, el domicilio, en el 
sentido de la Constitución, es cualquier lugar cerrado en el que pueda transcurrir la vida 
privada, individual o familiar, aun cuando sea ocupado temporal o accidentalmente. En 
este sentido, el destino o uso constituye el elemento esencial para la delimitación de los 
espacios constitucionalmente protegidos, de ahí que resulten irrelevantes la ubicación, la 
configuración física, su carácter de mueble o inmueble, el tipo de título jurídico que 
habilita su uso o la intensidad y periodicidad con la que se desarrolle la vida privada en el 
mismo. Así las cosas, la protección constitucional del domicilio exige que con 
independencia de la configuración del espacio, sus signos externos revelen la clara 
voluntad de su titular de excluir dicho espacio y la actividad en él desarrollada del 
conocimiento e intromisión de terceros. En el mismo sentido, la protección que dispensa el 
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos ha de extenderse 
no solamente al domicilio entendido como aquel lugar en el que un individuo fija su 
residencia indefinidamente, sino a todo espacio cerrado en el que el individuo pernocte y 
tenga guardadas las cosas pertenecientes a su intimidad, ya sea de manera permanente 
o esporádica o temporal, como puede ser la habitación de un hotel. Existen personas que 
por específicas actividades y dedicaciones, pasan la mayor parte de su tiempo en hoteles 
y no por ello se puede decir que pierden su derecho a la intimidad, pues sería tanto como 
privarles de un derecho inherente a su personalidad que no puede ser dividido por 
espacios temporales o locales. Ahora bien, no sobra señalar que las habitaciones de este 
tipo de establecimientos pueden ser utilizadas para realizar otro tipo de actividades de 
carácter profesional, mercantil o de otra naturaleza, en cuyo caso no se considerarán 
domicilio de quien las usa para tales fines. En el caso de los domicilios móviles, es 
importante señalar que -en principio- los automóviles no son domicilios para los efectos 
aquí expuestos, sin embargo, se puede dar el caso de aquellos habitáculos móviles 
remolcados, normalmente conocidos como roulottes, campers o autocaravanas, los 
cuales gozarán de protección constitucional cuando sean aptos para servir de auténtica 
vivienda. 
   
 
  
Amparo directo en revisión 2420/2011. 11 de abril de 2012. Cinco votos. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
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QUEJA PREVISTA EN LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 95 DE LA LEY DE AMPARO. LA 
SUSPENSIÓN DERIVADA DE SU ADMISIÓN IMPLICA LA PARALIZACIÓN TOTAL DEL JUICIO DE 
AMPARO. 
   
   
La suspensión derivada de la admisión del indicado recurso, en los supuestos establecidos 
en los artículos 53 y 101 de la Ley de Amparo, tiene como fin conservar la litis 
constitucional desde la interposición del referido medio de defensa hasta su resolución, 
con el objeto de que se detenga el trámite del juicio de amparo para que no se afecten 
los derechos del promovente y subsista la materia del reclamo, para cuyo efecto el 
juzgador debe analizar que efectivamente se colmen los requisitos previstos en el 
precepto citado en último lugar. Para que esta protección sea efectiva, la suspensión 
debe ser total y no parcial, en virtud de que sería muy difícil discernir qué tipo de 
actuación no resulta o resultaría vinculada con la materia de la queja y sus efectos. Por 
tanto, la suspensión a que hace referencia el artículo 95, fracción VI, de la Ley de Amparo 
debe ser total, tanto de la celebración de la audiencia constitucional y, por consiguiente, 
del dictado de la sentencia correspondiente, como del trámite de amparo en su 
conjunto, por lo que no ha lugar a un seguimiento parcial del procedimiento del juicio; lo 
anterior, en el entendido de que dicha suspensión no involucra al incidente de suspensión 
ni a los recursos pendientes de resolución en otra instancia. 
   
 
   
   
Contradicción de tesis 445/2010. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 21 de febrero de 2012. Mayoría de ocho votos; 
votaron en contra: Margarita Beatriz Luna Ramos, Sergio A. Valls Hernández y Juan N. Silva 
Meza. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza. 
El Tribunal Pleno, el tres de mayo en curso, aprobó, con el número 4/2012 (10a.), la tesis 
jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a tres de mayo de dos mil doce. 
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REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. SON INOPERANTES LOS AGRAVIOS ENCAMINADOS A 
IMPUGNAR LA CONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 84, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN, AL CONSIDERARLO VIOLATORIO DEL ARTÍCULO 22 CONSTITUCIONAL, 
POR LO QUE EL RECURSO NO REVISTE LAS CARACTERÍSTICAS DE IMPORTANCIA Y 
TRASCENDENCIA QUE JUSTIFIQUEN SU PROCEDENCIA. 
   
   
De la interpretación sistemática de los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; 83, fracción V, y 84, fracción II, de la Ley de Amparo; 10, 
fracción III, y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación; así como del Acuerdo Plenario Número 5/1999, se advierte que el recurso de 
revisión procede cuando: 1) se presente oportunamente; 2) exista una cuestión de 
constitucionalidad y 3) el problema de constitucionalidad entrañe la fijación de un criterio 
de importancia y trascendencia a juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. En 
este contexto, esta Primera Sala ha resuelto diversos amparos directos en revisión en los 
que el tema de estudio versa sobre la inconstitucionalidad de las multas que oscilan entre 
un mínimo y un máximo, como la prevista en el artículo 84, fracción IV, del Código Fiscal 
de la Federación, en relación con la prohibición de que éstas sean excesivas en respeto al 
principio de proporcionalidad tributaria contenido en los artículos 31, fracción IV, y 22, 
ambos de la Constitución General de la República. De ahí que resultan inoperantes los 
agravios encaminados a impugnar la constitucionalidad del referido artículo 84, fracción 
IV y, en consecuencia, el recurso de revisión no reviste las características de importancia y 
trascendencia que justifiquen el carácter excepcional para su estudio, pues éste procede 
por excepción, a condición de que se cumpla con los requisitos especificados. 
   
 
   
   
Amparo directo en revisión 641/2012. Multinegocios P.A.O., S.A. de C.V. 18 de abril de 
2012. Cinco votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón 
Ramírez. 
Nota: El Acuerdo Número 5/1999, del veintiuno de junio de mil novecientos noventa y 
nueve, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece las bases 
generales para la procedencia y tramitación de los recursos de revisión en amparo 
directo citado, aparece publicado en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo X, julio de 1999, página 927. 
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REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. SI EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO OMITIÓ 
PRONUNCIARSE SOBRE LA OPORTUNIDAD DE SU PRESENTACIÓN, LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN PUEDE HACERLO EN EJERCICIO DE SU COMPETENCIA ORIGINARIA. 
 
 
Cuando en términos del punto décimo, fracción I, del Acuerdo General Plenario Número 
5/2001, los Jueces de Distrito remitan un recurso de revisión al Tribunal Colegiado de 
Circuito en turno, éste deberá pronunciarse sobre la oportunidad en su presentación; sin 
embargo, si después de remitidos y analizados los autos en la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, en ejercicio de su competencia originaria, se advierte que sobre dicho 
tópico no se pronunció el órgano colegiado -ni en el auto de admisión de su presidencia 
ni en la sentencia colegiada que abrió la revisión-, y se trata de una cuestión donde 
resulta necesaria una decisión explícita jurisdiccional, ante tal ausencia y para no retrasar 
la solución del asunto, previa declaratoria de la omisión en que incurrió el Tribunal 
Colegiado de Circuito y sin que fuere necesario devolverle los autos, este Alto Tribunal 
podrá pronunciarse y resolver sobre tal aspecto. 
   
 
   
   
Amparo en revisión 1/2012. Juan Pablo Guerrero Amparán. 21 de marzo de 2012. Cinco 
votos; Margarita Beatriz Luna Ramos votó con salvedad. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández. Secretaria: Paola Yaber Coronado. 
Nota: El Acuerdo General Número 5/2001, de veintiuno de junio de 2001, del Tribunal Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a la determinación de los asuntos 
que conservará para su resolución y el envío de los de su competencia originaria a las 
Salas y a los Tribunales Colegiados de Circuito citado, aparece publicado en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, julio de 2001, página 
1161. 
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SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO. CUANDO SE RECLAMA LA RESOLUCIÓN QUE 
EMITIÓ AL PROVEER SOBRE LA PETICIÓN DE SOBRESEIMIENTO DE PROCESOS SEGUIDOS POR 
DELITOS FISCALES, NO TIENE EL CARÁCTER DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL AMPARO. 
   
   
En términos de los artículos 1o. del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público y 31, fracción XI, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 
dicha dependencia representa intereses patrimoniales del Estado, así que para proceder 
penalmente respecto de determinados delitos fiscales, se requiere que formule la querella 
correspondiente de acuerdo con el artículo 92, fracción I, del Código Fiscal de la 
Federación; por su parte, la fracción III de este último dispositivo, le otorga una facultad 
discrecional para otorgar el perdón y propiciar el sobreseimiento en la causa penal en 
aquellos delitos perseguibles por querella. De ahí que, cuando se reclama la resolución 
que emitió al proveer sobre la petición de sobreseimiento de procesos seguidos por delitos 
fiscales no tenga el carácter de autoridad para efectos del amparo, pues al pronunciarse 
sobre tal solicitud no actúa como autoridad con atribuciones de imperio, sino en su 
carácter de representante de los intereses patrimoniales del Estado, lo que implica que, al 
dar contestación a la petición de sobreseimiento, ejerce un derecho como ofendida, 
dada la representación que ostenta y la naturaleza del ilícito de que se trate. 
   
 
  SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
   
Amparo en revisión  151/2011. 16 de febrero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: 
Alejandro Gómez Sánchez. Secretaria: Concepción Marisol Ocampo Torres. 
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SENTENCIA. LA DEMORA EN SU DICTADO, EN CONTRAVENCIÓN AL DERECHO FUNDAMENTAL 
SUBJETIVO PÚBLICO DE QUE SE ADMINISTRE JUSTICIA DE MANERA PRONTA, CAUSA UNA 
AFECTACIÓN DE IMPOSIBLE REPARACIÓN IMPUGNABLE EN AMPARO INDIRECTO. 
   
Conforme al espíritu que persiguen las reformas constitucionales de 6 y 10 de junio de 
2011, que reconocen la progresividad de los derechos humanos, mediante la expresión 
del principio pro persona en preferencia de la interpretación de normas que favorezcan y 
brinden mayor protección a las personas, siendo uno de esos derechos el de acceso a la 
justicia, entendida ésta como la solución de aspectos litigiosos dentro de los términos y 
plazos establecidos por las leyes, lo que significa que la litis debe ser resuelta fundada y 
motivadamente; como la violación a la garantía prevista en el artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se manifiesta a través de un acto 
negativo o una omisión en sentido estricto, que puede presentarse de dos maneras: la 
primera consiste en que la autoridad no desarrolle el juicio dentro de los términos y plazos 
previstos legalmente, y, la segunda se actualiza cuando la autoridad no provea nada o 
deje de hacer lo conducente para la tramitación y culminación del procedimiento 
respectivo; la demora en el dictado de la sentencia definitiva, en contravención al 
derecho fundamental subjetivo público de que se administre justicia de manera pronta, 
causa al quejoso una afectación de imposible reparación impugnable en amparo 
indirecto. 
   
 
  SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO. 
   
Amparo en revisión  107/2012. Raúl Wilfrido Meneses Hernández. 19 de abril de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Juan Carlos Cortés 
Salgado. 
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TENENCIA O USO DE VEHÍCULOS. EL ARTÍCULO 19 DE LA LEY DE EGRESOS DEL ESTADO DE 
NUEVO LEÓN PARA EL AÑO 2011 Y LAS REGLAS DE OPERACIÓN DEL BENEFICIO EN ÉL 
CONTENIDO, AL OTORGAR UNA DISTINCIÓN DE TRATO PARA EFECTOS DEL CÁLCULO DEL 
IMPUESTO RELATIVO, QUE NO SE BASA EN UN PARÁMETRO OBJETIVO QUE LA JUSTIFIQUE, 
VIOLAN EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 
   
   
El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció en la 
jurisprudencia publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, 
Volúmenes 187-192, Primera Parte, página 113, de rubro: "PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD 
TRIBUTARIAS ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, CONSTITUCIONAL.", que la 
proporcionalidad en los tributos radica, medularmente, en que los sujetos pasivos deben 
contribuir a los gastos públicos en función de su respectiva capacidad económica, es 
decir, las contribuciones deben fijarse de manera que las personas que obtengan ingresos 
(posean patrimonio o consuman bienes, se agregaría) elevados, tributen en forma 
cualitativa superior a los de medianos y reducidos recursos (patrimonio o consumos), y 
precisó, en otros términos, que la proporcionalidad se encuentra vinculada con la 
capacidad económica de los contribuyentes que debe ser gravada diferencialmente, 
conforme a tarifas progresivas, para que en cada caso el impacto sea distinto, no sólo en 
cantidad sino también en lo tocante a mayor o menor sacrificio, reflejado 
cuantitativamente en la disminución patrimonial que proceda, y en proporción a los 
ingresos obtenidos (tenencia de patrimonio o consumo realizado). Ahora bien, el impuesto 
caracteriza al Estado constitucional, quien lo decreta mediante un acto legislativo en 
ejercicio de su soberanía, siendo propio de su naturaleza la transmisión de valores 
económicos, en servicio de los intereses sociales que le toca cumplir y así, es el único 
titular de la soberanía fiscal, acreedor por antonomasia, a través del pago de una 
prestación incondicionada. Por otra parte, todo impuesto afecta directa o 
indirectamente la capacidad contributiva personal o real del deudor fiscal, mas para que 
no sea un acto indebido, ni esté sujeto, por supuesto, a arbitrariedades, es indispensable 
que sea proporcional y equitativo, con lo cual queda limitada la soberanía del Poder 
Legislativo en la imposición de cargas fiscales. Asimismo, el límite constitucional a la 
facultad del legislador para decretar un impuesto, a fin de que sea proporcional y 
equitativo, es no acabar la fuente de la imposición fiscal, porque ello equivaldría a que el 
Estado no cuente con los recursos económicos para la satisfacción de sus gastos públicos. 
Aquí corresponde apreciar ya, en cuanto a la función económica que cumple el 
impuesto en el seno de una sociedad, que si mayor es el potencial económico del 
contribuyente, mayor tendrá que ser el impuesto, aunque invariablemente en proporción 
a una capacidad contributiva personal o real, pues la teoría del interés público en bien 
de la misma sociedad y esa capacidad contributiva, son las dos bases fundamentales 
para fijar el impuesto que encuentra, en el escalonamiento de la cuota tributaria, una 
proporción cuyos resultados deberán repercutir en la necesidad de una redistribución de 
la renta nacional; esto quiere decir que el principio de proporcionalidad obliga al 
legislador a graduar el impuesto de forma que la participación de los ciudadanos en el 
sostenimiento de los gastos públicos se realice en función de la mayor o menor 
capacidad económica manifestada por los sujetos pasivos al realizar el hecho imponible 
(nivel de renta, cantidad y calidad del patrimonio o del consumo de ambos), por lo que 
los elementos de cuantificación de la obligación tributaria deben hacer referencia a 
aquél, o sea, que la base gravable permita medir esa capacidad económica y la tasa o 



 
tarifa expresen la parte de ella que corresponde al ente público acreedor del tributo. Con 
ello, la capacidad económica marca el cauce lógico del tributo y no sólo legitima y 
explica su existencia, sino también condiciona toda su estructura y contenido. Además, 
de acuerdo con la citada jurisprudencia, la equidad radica medularmente en la igualdad 
ante la ley tributaria, de todos los sujetos pasivos de un mismo tributo, los que en tales 
condiciones deben recibir un tratamiento idéntico en lo concerniente a hipótesis de 
causación, acumulación de ingresos, deducciones permitidas, etcétera, debiendo variar 
únicamente las tarifas aplicables, de acuerdo con la capacidad económica de cada 
contribuyente, para respetar el principio de proporcionalidad mencionado, en 
consecuencia, significa que los contribuyentes de un mismo impuesto deben guardar una 
situación de equidad frente a la norma jurídica que lo establece y regula. Esto es lógico, 
ya que todo impuesto debe definir su hecho imponible tomando como fundamento, 
según se dijo, un determinado tipo de realidades económicas (renta, patrimonio o 
consumo de éstos) que se gravan en cuanto son índices claros de que existe capacidad 
o aptitud de contribuir, por parte de quien se encuentra en esa realidad o situación 
específica. Por ello, el principio de capacidad económica, además de ser el fundamento 
de la imposición, constituye el criterio de medición que facilita que el reparto de las 
cargas públicas se haga equitativamente, es decir, manteniendo las situaciones de 
igualdad contributiva preexistentes y evitando situaciones de discriminación tributaria. 
Todo esto conduce a estimar que los principios de equidad y capacidad económica no 
son ni pueden ser autónomos ni contrapuestos, sino que se complementan. Ahora bien, 
del artículo 19 de la Ley de Egresos del Estado de Nuevo León para el año 2011 se 
advierte que se aplicará un beneficio económico a las personas físicas que se encuentren 
al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones fiscales y que tengan en propiedad 
uno o varios vehículos de uso personal o familiar, cuyo valor fiscal no exceda de 
$200,000.00; que el monto del apoyo será equivalente al 3.001% del valor fiscal que cada 
vehículo tenga para efectos del cálculo del impuesto sobre tenencia o uso de vehículos, 
además de que el programa relativo se instrumentará en beneficio de los vehículos año 
modelo de mayor antigüedad, en orden ascendente, por ejercicios fiscales, hasta agotar 
la partida correspondiente y, por último, que el Ejecutivo del Estado debe expedir las 
reglas de operación del programa, que contengan su denominación, las contribuciones 
respecto de las cuales los beneficiarios deberán estar al corriente para gozar de los 
apoyos, los requisitos a cumplir por los beneficiarios y los lineamientos a los que se sujetará 
la implementación del programa. Por tal razón, aquél expidió las "Reglas de Operación 
del Programa de Apoyo en Materia Vehicular a la Economía de las Familias de Nuevo 
León", publicadas en el Periódico Oficial de la entidad el 29 de diciembre de 2010. Ahora 
bien, existe violación al principio de equidad tributaria porque en los términos en que se 
encuentra configurado el referido sistema tributario, relacionado con el indicado 
beneficio económico, todos los propietarios de vehículos se encuentran en igualdad de 
circunstancias frente a la ley, por lo que el año modelo no es un parámetro objetivo que 
justifique la distinción de trato otorgada, para efectos del cálculo del impuesto relativo, en 
las referidas disposiciones, ya que no refleja cierta y concretamente una mayor o menor 
capacidad económica de los propietarios de vehículos y, al contrario, todos aquellos 
cuyo uso o tenencia se gravan resienten precisamente el gasto que ello implica. En 
consecuencia, al ser inequitativas, violan el principio de proporcionalidad tributaria. 
   
 
  SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO. 
   



 
Amparo en revisión 608/2011. Socorro Elena Albiztegui Payan y otros. 16 de febrero de 
2012. Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: Miguel 
Ángel Luna Gracia. 
Amparo en revisión 618/2011. Alejandro Von Rossum Garza y otra. 16 de febrero de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Elías Gallegos Benítez. Secretaria: María del Socorro 
Zapata Barrera. 
Nota: La presente tesis aborda el mismo tema que la sentencia dictada por el propio 
tribunal en el amparo en revisión 544/2011, que es objeto de la denuncia relativa a la 
contradicción de tesis 85/2012 pendiente de resolverse por la Segunda Sala. 


